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REPÚBLICA DE PANAMÁ

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATACIONES PÚBL¡CAS

RECURSO DE APELAC¡ÓN

EXPEDIENTE No. 166-2022

RECURRENTE: SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A.

ACTO RECURRIDO:

Magistrado Ponente:

Resolución No. ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022,

mediante la cual se Resolvió Administrativamente la Orden

de Compra No.41554, emitida por la EMPRESA DE

TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., y la inhabilitación de la
contratista por un término de dos (2) años.

MARTÍN WILSON CHEN.

RESOLUCTÓ]rI ¡¡o. 283-2o22tTACP de 30 de diciembre de 2022 (Decisión).

Por la cual se resuelve el Recurso de Apelación interpuesto por Ia contratista SAFETY

SERV¡CES AND EQUIPMENT, S.A., en contra de IA RESOIUCióN NO. ETE-GG-O7-

2022 de 14 de julio de 2022, proferido por la EMPRESA DE TRANSMISIÓN

ELÉCTRICA, S.A.

GONSIDERANDO:

Que la Ley No.153 de 8 de mayo de2020, que reforma la Ley No.22 de 2006, cual regula

la contratación pública, y dicta otras disposiciones, en el artículo 75 expresa que, a los

procedimientos de selección de contratista o contratos perfeccionados, iniciados con

anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, se les aplicarán las normas

vigentes al momento de su convocatoria o perfeccionamiento.

Que la Ley 22 de 27 de junio de 2006, mediante el Texto Único ordenado por el artículo

103 de la Ley 61 de 27 de septiembre de 2017, regula la ContrataciÓn Pública en

Panamá, en su artículo 136 crea el Tribunal Administrativo de Contrataciones Públicas

como ente independiente e imparcial, con jurisdicción en todo elterritorio de la República,

el cual tiene competencia privativa para conocer en única instancia del Recurso de

Apelación contra la Resolución Administrativa de un Contrato y los efectos de la

lnhabilitación del contratista.

I. ANTECEDENTES:

Que el Estado, debidamente representado para este procedimiento por la EMPRESA DE

TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., adjudicó el presente acto público a la empresa

SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., en atención a lo establecido en elartículo
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347 de la Ley No. 110 de 12 de noviembre de 2019, que dicta el Presupu
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del Estado parala vigencia fiscal 2020, que se refiere a la excepción de la apli

la Ley de Contrataciones Públicas, cual autoriza para contratar siempre que el monto

inferior a un millón de balboas, y para servicios, insumos, mantenimiento, poda,

saneam¡ento, desinfección, fumigación, equipos y repuestos, necesarios para mantener

el servicio público de transmisión de energía, en concordancia con el Decreto Número

22-2020-DNMySC de 19 de marzo de2020.

En base a lo anterior, se emitió Orden de Compra No.41554 a la empresa SAFETY

SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., "Para el suministro de herramientas para el

personal de líneas y subestaciones de la Zona regional 1 Panamá-Colón", por un monto

de B/. 384,429.76, fundamentado en el Reglamento Especial de ContrataciÓn, aprobado

por la Resolución Número 22-2020-DNMySC, publicado en la Gaceta Oficial No. 28991-

A de 30 de marzo de 2020.

QUE IA EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., A trAVéS dE IA RESOIUC|óN

No.ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022, declaró Resolver Administrativamente la

Orden de Compra No. 41554, "para el suministro de herramientas para el personal de

líneas y subestaciones de la Zona regional 1 Panamá-Colón", suscrito con la empresa

SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A.; misma que según las constancias

probatorias que reposan en elexpediente delTribunal, fue notificada de manera personal

el día 29 de julio de (Visible de foja 06-07 del Expediente del Tribunal).

II. ANUNCIO DEL RECURSO DE APELAGIÓN:

Que eldía 9 de agosto de2022, siendo las2'.27 p.m., el licenciado Ricardo Solís Salgado,

abogado en ejercicio, actuando en nombre y representación de la empresa SAFETY

SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., hizo entrega en los estrados de la Secretaría

General del Tribunal, el libelo de Sustentación del Recurso de Apelación incoado en

contra de la Resolución No.ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022, proferida por la

EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTICA, S.A., por la cual se ResolviÓ

Administrativamente la Orden de Compra No.41554, "para el suministro de herramientas

para el personalde líneas y subestaciones delaZona regional 1 Panamá-Colón" (Escrito

de Sustentación visible de infolios 011-012 del Expediente del Tribunal,

respectivamente).

Que la Defensa de la empresa SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., adjuntó al

libelo de su Recurso, el escrito de Anuncio del Recurso de Apelación en contra de la

Resolución No.ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022, presentado ante la EMPRESA

DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., el día 4 de agosto del año en curso, según el

sello de recibido. (Visible a infolio 09 del Expediente del Tribunal).

Que de conformidad al artículo 129, ordinal 4 de la Ley 22 de 27 de junio de 2006,

mediante el Texto Único ordenado por la Ley No. 61 de 2017, el término oportuno para
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la interposición y sustentación del Recurso de Apelación, es de cinco (5)

contados a partir de la notificación de la resolución.

I¡I. DESCRIPCIÓN DEL ACTO APELADO:

El acto atacado a través del Recurso de Apelación lo constituye la Resolución No. ETE-

GG-07-2022 de 14 dejulio de 2022, que declaró Resolver Administrativamente la Orden

de Compra No.41554, suscrito con la empresa SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT,

S.A., por la suma de Trescientos Ochenta y Cuatro tt/il Cuatrocientos Veintinueve

Balboas con 761100 (81.384,429.76), "para el suministro de herramientas para el

personal de líneas y subestaciones de la Zona regional 1 Panamá-Colón", proferida por

la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., e inhabilitándola por un término de

dos (2) años, para participar en actos públicos de selección de contratista con el Estado,

cuya parte resolutoria se detalla a continuación:

RESUELVE:

PRIiIERO: RE§OLVER Administratlvamenb la Orden deCompra No. 41554,
.PARA SUMINISTRo§ DE HERRAMIENTAS PARA EL PERSONAL DE LINEA§

\d--t

Y SUBESTACIONE§ DE LA ZONA REGIONAL 1 pANAUA-COlófv. axpqdida a
favor de la empraea BAFETY SERVICES AND EQUIPIIEilT, S.A., de[idamente
ine,crfts en el Rogiatro Públlco, Sacción de Fotio Marcandl No, B44S5O; por
motivo del lncumplimiento, conforme a lo qua eetab¡ece el ertículo 1 96 dcl Texto
Únfco ds la Ley 22 da27 deJunio da 2006, gue regula la Contratación Púbtlca,
ordenado por le Lay 81 da ?O17,

SEGUNDO: IHHABIL¡TAR por cl térmlno de doe tZ) añoa a la empresa
§AFETY SERVICES AHD EQUIMIEñIT, S.A.

TERCERO: NOTIFICAR la presento Rs€olución €n el Portel Elcctrónlco de
Contrataciones Públicas "PanemaCompra", por el término ds do6 (2) dlae
hábalsE,

CUARTO: ADVERTIR que oontra eats Resolución procede el Recureo de
Apelación, quc aerá anunciado ante ¡a entiíed dentro de los cinco (5) dlae
hábilee efu¡ulentes a la notificeclón de asta Resotuc¡ón. y deberá ssr eustentado
dentro dal mismo térmlno ente ol Tribunal Adminlstrativo de Contreteclonee
Públlcag. La introrposlclón de dicho rscurao 86 tramitará an et efecto
eugpenslvo.

QUlttTO: REnifTlR una vaz cl€cutorleda la preeenlc Reaolución, copia ds cüta
a la Oirecclón General da Contretsciones Públlcas para loe finee legalae
partlnant€§,

FUNDAIIEÍTITO DE DERECHO; Texto únÍco de la Ley ZZ de Zt de junio de
2006. que regula la contrBteción pública, ordenado por Ia Ley 61 de 2017.

Dado en la ciudad de PanamÉ, a loo calorce (14) dfae del mea de iullo do doe
milwintidús (2022).

NorIrlouesE Y cUMPLASE

S ri
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IV. PRESENTACIÓN Y SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE

Siendo oportuna la formulación y sustentación del recurso incoado e
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Resolución No.ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022, según lo descrito,

ahora sus d¡sconformidades al respecto del acto administrativo que se cuestiona

ttr{ ¡t(t} ljt \It tlll':t I'rti.l r I\ l.)tr} \F 8 t\ t I t l'!l l t( lll\:

sf,rTmf» QlE .fl.|¡ p{4t§ n*olurivr de l¡ Rseot¡srún xn,8TE.ü&$?"!022 d¡ l{ th ,ulir} & 20l:- ¡8

tlfltft§flA DE II|A}{§MXSION EtECTf,,IC^ ¡¡nrhm .NOTlrtEAf,h nn¡sc$e¡r¡h*h.-eoll
Prú¡! f lqcrqtiim dc CorffiEpJr¡bl¡o :PüWía§0t[D1--§s-C-tmnu&.dol .GLúi¡i: fcl
¡¡Sc¡,rlo o¡ uraro)

(rTAv(h Qr¡c l¡ f,cmh¡cltr xD.FfE{{xr?.2É1 ¡lc l,l dc Juho rtr 2ftl2 na h¡ ¡rrlo ¡o§ftd¡ an el

porul dt "Pr¡rn¡Co¡ryrr'¡l dh & l¡ pnrd¡{liq dc crt !P.l,Gr¡q trl y crum la ordou lr pr4ra
itcol¡ct¡r I.¡0.EIE,GÚl-fi-Sxtr ds ¡ilr¡r.¡h ttry*!É ct¡,¡Plif ofi¡ ¡o¡ P¡om. subl¡cilo¡ ra l¡
tc¡lrloción ¡nn lr pttrcdtcih dc lftclrión !írr Ílo?il¡d €orfllágrir.

l{OVf,lIiO: Qr.¡o cl Aítorlo 3} {e lr loy t3 rt¡ !|t06 rrdard¡ Fr It lcy t §} Úc t rk ue¡o dc !O!0 re
rvficn al ¡rincipio d dghrdo p{osxr al etftlsso:

Afitltttd ,t. Prlwqm *t dsmfr.pucts. l?dm lsprfforor tfarrr i&rrcJto u

$* t let hritútn lor¡g.vr$oscsartdcr trnlkrtrcso argrrar mtwultú
jwla ¡' a¡*ttattr¿- ta rdt rrñlr'.rdmltdrr fi ¡¡.tm'lút ,la mal¿uil/n y. ca ta

üttdá. 3tryd¡l L b o@a ¡ÉN/ri* a rr¡ .fu y t}//ffr de rL, ¿d¿rtÚt
ú. b.rt;.,r,,ñutoc, I¿D{mll» u*"t *"-"lZi*lÑilrÜ,tl 0 I Z
f.¡I.-J -lla¡-¡lluño b Cant¡,aclnr Fó$lim
lru Wunfu grt la {,lb&ión d¡ cw pnú¡h nn br t¿yrats,' I t¡t tt¡t¡t**tt /,riá/Áút aafi'¡rÚÚ! loilff.w ü úalrú ,foe,¿ fitúÜ lr¡!

aryt *l pvccfrnlsr,¡o * la.olrtruMLtfua/sdxuy d*t*t¿ Ia ¡,i¿'ucfrln

d(|l ro,|tref, áf,'{u.rr figtddotldr

SEf,tMO: Qnr b f,uohr&ta }{cEf§,O,§{Il.bA, ó. ta & lul!¡ dt 30!l no q,E¡plo 6! $¡r
cri¡a*u ¡nr h qos r vdts¡ cl ll¡uün th §I\FETY SÉtrVtCÍS AXD EQTJIPMENT

sflucút o;tttE¡AL

Que el recurrente formuló como sus pretensiones dentro del libelo sustentatorio de

descargos frente al Acto Administrativo apelado, solicitándole a este Augusto Tribunal,

"retirar la inhabilitación de la empresa SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., en

el Portal Electrónico "Panamacompra" y Se permita la entrega de los equipos".

¡t

Que adjunto al líbelo del recurso, la apelante presentó como pruebas, las siguientes:
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[ryir ¡sr& ür hcnm ft üm ¡ mnp ü ln hnmimln
Ccfrh# nryrurnffi I¡C ,/ Crl l.Jñ .
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W¡L Urn il*tr-¡r5l i¡L'stt ñ,1.' y t 

.
o'ry"J l, ill b,kJ+ r * olh l,l{:rtÍ

V. EXPOSICIONES DE LA EMPRESA DE TRANSMIS¡ÓN E¡.ÉCTRICA, S.A., EN

SU NOTA REMISORIA AL TRIBUNAL:

Que el dia 17 de agosto de2022,la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A.,

presentó ante la Secretaría General del Tribunal, la Nota No. ETE-DAL-094-2022 de 15

de agosto de 2022, por la cual hizo entrega del expediente administrativo completo

original, para el "Suministro de herramientas para el personal de líneas y subestaciones

de la Zona regional 1 Panamá-Colón y que contiene además el procedimiento

consecuente derivado de la Orden de Compra No.41554, conformado por un (1)tomo

de 414 fojas útiles.

Que, mediante lnforme Secretarial de 17 de agosto de 2022, cual detalla los

antecedentes preliminares correspondientes a la formulación del presente proceso de

apelación, se remite al despacho del tVlagistrado Sustanciador el Expediente 166-2022,

mismo que fue recibido el día 17 de agosto de 2022, a las 3:40 p.m., a fin de darle el

trámite correspondiente. (Cfr. lnfolio 033-034 del Expediente del Tribunal).

VI. ANÁLISIS DELIBERATIVO DEL TRIBUNAL ADMINISTRAT¡VO DE

CONTRATACIONES PÚBLICAS :

Antes de entrar al análisis del caso en particular, debemos indicar que la causa no nace

como consecuencia de la aplicación de la Ley No. 22 de 2006, sino más bien de manera

excepcional, fundamentándose la entidad en la Ley No. 1 1 0 de 12 de noviembre de 2019,

disposición legal que dicta el Presupuesto General del Estado para la vigencia fiscal

2020, que se refiere a la excepción de la aplicación de la Ley de Contrataciones Públicas,

cual autoriza para contratar siempre que el monto sea inferior a un millón de balboas, y

para servicios, insumos, mantenimiento, poda, saneamiento, desinfección, fumigación,

equipos y repuestos, necesarios para mantener el servicio público de transmisión de

energía, en concordancia con el Decreto Número 22-2020-DNtttlySC de 19 de marzo de

AD[4/

=---'

a



EXPEDIENTE N",1 66-2022
RESOLUCIÓN N 283-2O22nACP de 30 de diciembre de 2022 (Decisión).

Páo. 6

2020, que adopta el reglamento Especial de Contratación de la EM

TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A.

ETESA para el procedirnienlo de resoluc¡ón administrativa, actuara conforme al

Texto Único de la Ley 22 de 2006, ordenado por la Ley 61 de 2017, reglamentado

a través del Decreto Ejecutivo 40 de 2018. De igual manera, de conformidad a la

Ley 38 de 2000.

.t'
f+.

iY,,
'¿'
o

*

Así las cosas, para los efectos de la escogencia de la contratista se aplicó la

excepcionalidad que hemos indicado; pero con respecto a la resolución administrativa

de la orden de compra, de acuerdo al pliego de cargos, clausula 17, se ventilará de

acuerdo a la Ley No. 61 de 2017 y de igual manera, de conformidad a la Ley No. 38 de

2000. Así como de igual forma se expresa en el Reglamento Especial de Contratación

de ETESA, cual expone en su cláusula XlV, lo siguiente:

,t

Lo anterior significa que la institución no se apoyó para resolver una necesidad en la ley

madre de contratación estatal, sino que se fundamentÓ en una excepción que las

disposiciones jurídicas le permitían. Ello generó unas reglas del juego distintas a las

estatuidas en la ley que nos gobierna, que como hemos de apreciar, involucró a la ley

que regula el procedimiento administrativo en general. Ante ello, debemos observar las

pautas que nos indica la Ley 38 de 2000, pero sin cercenar el derecho que le concede la

Ley No. 22 de 2006 a la contratista, como lo es el caso de la nota de intención de

resolución del contrato, toda vez que ese es el primer mecanismo de defensa que tiene

la apefante para hacer frente a las razones que la institución mantiene para poner fin a

la relación contractual, lo que forma parte de la Tutela Administrativa Efectiva, reconocido

asíen el caso Myrna lvlack Chang vs Guatemala, Sentencia de 25 de noviembre de 2003,

cuando se indicó que "la Tutela Judicial efectiva exige a los jueces que dirijan el proceso

de modo de evitar que dilaciones y entorpecimientos indebidos conduzcan a la

impunidad, frustrando así la debida protección judicial de los derechos humanos". El

punto de partida del análisis debe ser la obligación que está a cargo de todo Estado parte

de la Convención de respetar los derechos y libertades reconocidas en ella y de

garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción'

Es precisamente con fundamento en el principio de la Tutela administrativa efectiva, cual

advierte en doctrina eltratadista Joan Pico Junoy, citado como parte de la Jurisprudencia

por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia en Pleno, Acción de Amparo.

Sentencia gg8-08. 31 de mayo de2010. tMagistrado Harley J. lt/litchell D. Registro Judicial

de mayo de 2010, p.94 y ss., que reconocemos el derecho que tiene el apelante al

derecho de tener en debida forma la formulación de cargos y el conocimiento de los tal

como transcribimos a continuación:

*
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El derecho a la tutela efectiva según Joan Picó Junoy, tiene, igualmente, un

contenido complejo que ¡ncluye los siguientes aspectos: el derecho de

la jurisdicción, el derecho a obtener una sentencia fundada en derecho

congruente, el derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales y el

derecho al recurso legalmente previsto. (PlCÓ, JUNOY, Joan; Las Garantias

Constitucionales del Proceso, José MarÍa Bosch Editor, Barcelona, España,

1997, Pá9.40)

Del mismo modo exalta nuestro máximo tribunal de justicia, al respecto

El derecho a la jurisdicción reconoce a todo individuo la posibilidad de acceder

a los tribunales de justicia a fin de reclamar o exigir el reconocimiento de un

derecho o interés legítimo.

De manera que, esa es la situación del caso en particular, como forma excepcional, a fin

de tener claramente las disposiciones jurídicas aplicables al negocio jurídico

administrativo.

Ahora bien, luego del agotamiento de las fases previas del presente proceso y de los

planteamientos antes vertidos, esta Colegiatura, en v¡rtud de la competencia funcional

que se desprende del contenido del numeral 2 del artículo 136 delTexto Único de la Ley

No.22 de 27 de junio de 2006, ordenado por la Ley No.61 de 2017, procede a desatar lo

contencioso, a fin de darle respuesta a los administrados y a la administración, respecto

al acto administrativo en etapa de ejecución que ha sido recurrido a través del medio de

defensa que la ley ha puesto al alcance de todo aquel contratista que crea haber sufrido

un perjuicio por parte del Estado, como consecuencia de la resolución administrativa del

contrato; acción recursiva (apelación) que como hemos exam¡nado fue anunciado y

sustentado dentro del marco de la ley que nos gobierna (Contratación Pública), así como

por la Ley No. 38 de 31 de julio de 2000.

Por ello, con fundamento en el Principio de Tutela Administrativa Efectiva y que

constituye una garantía fundamental, lo que continúa es determinar si estamos ante un

yerro jurídico que deba ser remediado o no en esta fase de agotamiento de la vía

gubernativa, ver¡f¡cando en primer lugar si la entidad realizó el procedimiento dentro del

marco de la ley sustantiva-adjetiva, para posteriormente concluir con la confirmación del

acto público en debate, caso tal que le asista la razón a la institución después del análisis

profundo de las piezas procesales y probatorias que integran el expediente y el Portal

Electrónico "PanamaCompra"; la revocatoria de la decisión administrativa de no

encontrar imputabilidad en la contratista en la terminación anormal del contrato suscrito;

o la declaratoria de nulidad, si encontramos transgresión a las normas adjetivas de la ley

espec¡al.
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Asi, pues, tenemos que la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉcTRlcA, S.Ai ESA)

decidió resolver administrativamente la Orden de Compra No. 41554, a

Resolución No.ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022, celebrado con la em

SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., fundamentándose, como habíamos

indicado, en el incumplimiento de la entrega del suministro contratado, señalando que a

pesar de las extensiones de tiempo para la entrega de las herramientas para el personal

de líneas y subestaciones de la Zona regional 1 Panamá-Colón, totalizando 210 días

adicionales a la orden de compra original y que ni aun así, a la fecha de la resolución

administrativa del contrato se ha realizado la entrega de los bienes, totales ni parciales;

sumado a la no entrega del endoso de la fianza de cumplimiento, lo que generó su

incumplimiento y por ende, la resolución administrativa de la Orden de Compra No.

41554.

Cada sujeto procesal ha realizado sus descargos; sin embargo, no apreciamos que se

haya cumplido fielmente con el procedimiento legalmente establecido en la ley especial

de compras estatales, por cuanto que el artículo 129 de la ley, hace referencia al

procedimiento que se debió seguir en casos de resolución administrativa de contrato;

cual es del siguiente tenor:

-

.1.rtJcuto 129. @ La rcpoluci¡ln ldmin¡trrtt¡v¡ d€l c§nrrúto s

§justanñ ! to c|stablec¡do cn et lrttcuto lnicrior, eoo ruJcción u tut ciSuicntca reCar:
t. Cuor¡do c:xi:to rlgrrna cnusot pora ta rc¡olr¡ción údrn¡nirrlrar¡rl¡ d€l coítr¡to. l¡ crü¡d.d

§o¡rlñ¡tafit€ ldslmt¡rá lur rtiligcneias de lnvcetigrcióa y orrlcnrrá lo reall¿¡ción dc lx

hctl[cisrcr que conduam at crlamcim¡cnao d€ lo¡ hcchor, quc pudicsln complobar

o Dcrcd¡lor li ctusal corrctpotldicñtc.
No ob,§t¡r¡lc. c¡¡ando ccü f¡etlbtc, l¿ cntid¡d c¡ontt¡¡ll¡ratÉ ¡rodrt¡ otorS¡rlc. .l

conrrotist¡, un plazo p.tn qrr corriJa le hcchaq qut dctcmimrcn ct inicio dcl

pnrccdimicnro'
2. 3i to mtidad conlrrt¡r¡ae comi&r¡ rcsotvx adfniñirlnl¡vrrícntÉ Gl 6naElo. r lo

no¡iticará s¡ efecaado o a s rot ñffilÁntc, 3Éñalúndole lol raimrcr dc ru dccisirtn y

coficcdidndolc u¡r lérrni¡¡o dc cineo dls¡ hdblles' por¡r quc co¡rlcstc y. a¡ lo v€z'

pñercrrtc tas pnrebes qtr conridero Pcrt¡¡E(rrf'a.
3- l)Ébc éoñtcfEr uña cxporieión dc lu¡ tr{fto¡ eotnFrcbado¡. dc l¡s relativm a

la respomab-f¡rrad dc: h portc. o dc l¡ cxcr¡er¡sión dc rrsPoncobttid¡d sn su colo. y de

l¡rr disposictones legaler infria¡idr¡-
4. Fo.ttt r€d rccurriblc ¡n¡c cl Trlbunol Admini*r¡tivo dc C§nlrútaclonüt Pútrlic¡s.

darrc dc un ¡'tE o d€ c¡nco di¿s hábllcs, c§trttrdo a púñir dc lc rctlflcxión de le

re¡olt¡ción. guc * surrirll sn cl cfccro su¡l¡cn¡ivo. coñ lo Guél ,'G lgotlrá h vh

gubÉrtr¡t¡vs.
j. Lo dccili{¡n |:inat, um vcz agoradr ¡a vla Bttb«rratlva. xrú ¡corribtc an¡c la

jrrrisdicción con¡enclo¡o-ádrr¡irrllrariva, dc r:uaformlde¡I con lss dispcrsicionr:e qrc

rcgukn to matcrlo"
6. urs vc¿ cjccrtori¡da ts ¡csolucirin. sc rcmttirá Ú ta Dltscción Ger¡cr¡l dc

(]ontral¡clonrs Pr¡bt¡car. Fom lo: cf('ctoa del rcgisrro cofrcsfrcnd¡cf¡¡G'

¡-ú! trgun¡s quc §c ptrÉreñteñ Gt! GslG prcc*dirnicrtro sc tlltplitÉn con lts

d¡rporic¡ofrcs pcñincntc! dct procodimicnto od¡ninirrr¡tlvo dc la LG], 3E dc 2OOO'

La disposición legal citada estatuye que, si la entidad considerase resolver

administrativamente el contrato, la intencionalidad previa a la resolución administrativa

de la Orden de Compra se lo notificará al afectado o a su representante, señalándole

las razones de su decisión y concediéndole un término de cinco días hábiles, para que

conteste y, a la Vez, presente las pruebas que cons¡derase pertinentes.
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Del escrutinio de las evidencias probator¡as que se destacan del

administrativo, no vemos efectiva la nota de intención de resolución admini

Orden de Compra No. 41554, toda vez que si bien es cierto que la entidad

t.¡

§
ediente

la gene

nota de intención), la misma no alcanzó su finalidad, cual es la de notificar a la empresa

contratista o en su defecto, a su representante, para que de esa forma comprendiera las

razones jurídicas por las cuales la entidad cons¡dera que existe un ¡ncumplimiento de la

obligación suscrita, y así poder realizar sus descargos correspondientes.

La contratista debe enterarse directamente de las razones que señala la entidad y no a

través de terceros, tomando en consideración que el artículo previamente citado no

suplanta la notificación de la contratista, dado que es ella quien suscribió la obligación

con la entidad y no la afianzadora, que en esta relación contractual es simplemente una

garante, no es parte del proceso.

Decimos lo anterior por cuanto que, no consta evidencia de que la notificación de la nota

de intención de resolución administrativa de la orden de compra se haya efectuado de

conformidad a la ley, pues, a pesar de que estamos ante una excepcionalidad de no

acogerse a las reglas estatuidas por la Ley No. 22 de 2006, ordenada por la Ley No. 61

de 2017, toda vez que ETESA para la escogencia del contratista se encontraba

amparada por la Ley No. 110 de 12de noviembre de 2019 y el Decreto Número 22-2020-

DNMySC de 19 de marzo de2020,la misma fue solo para los efectos de la selección,

no así para su ejecución. Sin embargo, como quiera que, y se comprende por situaciones

obvias, que al no aplicarse las disposiciones de la Ley No. 22 desde el inicio de los actos

preparatorios, la entidad no contaba con una plantilla para realizar sus respectivas

notificaciones y publicaciones, ello no significa que se pasara por alto la notificación a la

contratista, a la que se le debe garanlizar sus derechos desde el inicio del procedimiento.

Lo cual debió darse a través del Portal Electrónico, secciÓn de notificaciones

administrativas, como efectivamente lo ha venido realizando el Tribunal.

En ese sentido, y como quiera que nos encontramos ante una excepcionalidad que

permite el sistema de adquisiciones del Estado, no regulada en la ley marcos de

Contrataciones Públicas, sino en otras disposiciones jurídicas en la que no se ha

legislado sobre la base del beneficio que nos ofrecen las tecnologías de la información y

la comunicación (Tic), recordando que la Ley No. 22 de 2006 no es la única que trata

sobre el tema de las compras estatales, sino que existen otras disposiciones más. De

manera que, debió garantizarse el derecho a la notificación de la empresa SAFETY

SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., y así evitar las transgresiones de derechos

subjetivos.

El aparato estatal no debe excusarse a la hora de cumplir con su deber procesal de

notificación, pues, precisamente por ser el eslabón más fuerte de la cadena, le

corresponde realizar todas las diligencias legales con el propósito de lograr el cometido
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reconocido en las normas proced¡mentales. Si bien constan algunos esfue

/'^
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rzos :l
o

*OS

intento de notificación, los mismos no fueron efectivos ni los suficientes para

empresa contrat¡sta sup¡era de forma directa las razones que la entidad manejaba en su

contra para lograr la resolución administrativa de la orden de compra indicada. No hace

sentido que la afianzadorahaya sido la que comunicó a la apelante sobre un tema que

era exclusivo de la institución, lo que demuestra su falta de voluntad y diligencia.

La norma es clara en señalar que la notificación de la intencionalidad debe real¡zarse a

la contratista o a su representante, por consiguiente, tal disposición debe ser honrado

por la institución, lo que significa que no debe relevar sus deberes que pone fin a la

controversia en la fase gubernativa, hasta tanto la norma se haya encontrado satisfecho,

independientemente de que la hoy accionante haya hecho uso o no de su derecho de

defensa.

Actuar de forma diferente a lo allí legislado, contraria la ley y transgrede los derechos

subjetivos del contratista, consignados tanto en la ley especial, la Constitución Política

de la República y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, obedecidos

por la República de Panamá en virtud del artículo 4 de la Carta Fundamental, que indica

que la República de panamáacata las normas del Derecho lnternacional, al limitarle el

derecho de defensa que la ley le reconoce en este tipo de actuaciones.

La Convención Americana de Derechos Humanos en el artículo 8, que regula las

garantías judiciales, numeral 2, acáplte b., reconoce la comunicación previa y detallada

al inculpado de la acusación formulada. Recordemos que, y aunque el acápite b, hace

referencia a un proceso penal, es harto conocido que el instrumento convencional es

aplicable, además en el orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, es allí en

donde entra en escena el Derecho Administrativo.
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Artículo 27. Princioio dclds!¡Ca-@o. Tod¡s los persones tiencn durcho o Ou. * nt
brindcn las granüas crcncialcs rcndienfcs I a¡,Egurgr m rcrulrado jtlsro y quitativo cn lo¡ \,.'l

proccdiinientoe de solQceiÓn dc ontralis¡¡ y, s{r lat dtmás etapm de la conlnt¡cion

publiea. a ser oidas y hser valer sr¡s dc¡cchos ante ta ÉÉid¡d contmtlnrc. la Direcció¡t

Gcncral de conrrarrioms Públic¡s y cl Tribrmsl Adminisrstivo dc conlrclacioncs

Públicar

Lo¡ p¡¡ánctrss pora lo npticnciÚn de esta prirx;ipio sott los siguicntes:

l. [,r¡s scrvidorcs públicos obscrvrán la3 rcglas dcl dcbido proce§o cr todls las aaprs

rlcl Srrrccdimieilo dc la contrnt¡stón púbtica y durante la cjccución del cont¡ato

hasla su liquidaciótt.

2, Los rcrvidorcs ptrblicos cstttn obligados a sdmitir los reclo¡nos y conctdcr los

ttcut§o§ dc conformidad con lo disptcsto en esu Ley'

3. t¡s scrvidorcs priblicos esttn oblig d(}§ a contErt¡t cr t¡G¡flpo opoftuno los recl¡rnos

y loe recursos de acwrdo con lo que cstablece esto l'cy'

La garantía menoscabada se basa fundamentalmente en que, si la norma apunta a la

notificación de la intencionalidad de resoluc¡ón administrativa de la orden de compra,

para que la contratista manifieste su defensa, lo que se traduce a que, la entidad no

podía proferir la resolución No. ETE-GG-O7-2022 de 14 de julio de 2022, que decidió

resolver administrativamente la Orden de Compra No. 41554, hasta tanto no se llevara

a cabo la notificación correspondiente y en la forma pertinente.

El derecho de respetar los términos y trámites, específicamente lo que encierra el

proceso debido en cada momento en la toma de decisiones, cualquiera que sea el

escenario, debemos ajustarnos y girar nuestras miradas hacia el control de

convenc¡onalidad y en ese sent¡do, instrumentando el debido proceso, por ser la

República de Panamá parte de la ser¡e de instrumentos internacionales de Derechos

Humanos. Como referimos anteriormente, cuando el artículo 8 de la Convención

Americana de Derechos Humanos ref¡ere a las "Garantías Judiciales", no significa que

no puede ser aplicada a las autor¡dades administrativas, por el contrario, su alcance

recorre a todo operador de justicia en cualquiera de sus instancias o momentos

procesales, y sobre ese aspecto la Corte Americana de Derechos Humanos se ha

dirigido, en donde podemos citar la Sentencia de 19 de septiembre de 2006, caso

Claude Reyes y otros vs Chile, veamos, entre otras.

Párr.147; Caso Ctaude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Cosfas.

sentencia de 19 de septiembre de 2006. serle c No. 1516, párr. 116.71. De

conformidad con la separaciÓn de los poderes públicos que existe en el Estado

de Derecho, si bien ta funciÓn iurisdiccional compete eminentemente al Poder

Judicial, otros órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones del

mismo tipo. Es decir, que cuando la ConvenciÓn se refiere al derecho de toda

persona a ser oída por un "iuez o tribunat competente" para la "determinaciÓn de

sus derechos", esta expresiÓn se refiere a cuallu¡er autoridad pública. sea

administrativa. leqistativa o iudicial. que a través de sus resoluciones determine

derechos y obliqaciones de las personas. Por la razÓn mencionada. esta Coñe

considera que cualouier órqano del Estado oue eierza funciones de carácter
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de la Convención Americana. En el mismo sent¡do: Caso Baena Ricardo y

Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 2 de febrero de 200

Serie C No. 727, párr. 124; Caso lvcher Bronstein Vs. Perú. Fondo,

Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serle C No. 74, párr.

104; Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes lndocumentados. OpiniÓn

Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 126;

Caso Palamara lribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia de

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 1358, párr. 164; Caso LÓpez Álvarez Vs.

Honduras. Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 1 de febrero de 2006.

Serle C No. 141, párr. 1489; Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo,

Reparaciones y Cosúas (El subrayado es nuestro).

Caso Ruano Torres y otros vs El Salvador, Sentencia de 5 de octubre de 2015.

Corte lDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. E/ Salvador. Fondo, Reparaciones

y Cosfas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serle C No. 30319 1 51 . La Coñe

ha señalado que el derecho al debido proceso se refiere al coniunto de

requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que

las personas esfén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos

ante cuatquier acto del Estado, adoptado por cualquier autoridad pÚblica, sea

administrativa, tegislativa o iudicial, que pueda afectarlos. El debido proceso se

encuentra, a su vez. intimamente liaado con la nociÓn deiusticia. que se refleia

en: il un acceso a la iusticia no sólo formal, sino que reconozca v resuelva loS

factores de desiquatdad reat de los justiciables. i¡l el desarrollo de un iuicio

iusto, v iiil la resolución de tas controversias de forma tal que la decisiÓn

adoptada se aceroue al mayor nivel de correcciÓn del derecho, es decir Aue se

asequre. en la mayor medida posible, su soluciÓn iusta. 152. En términos

convencionates et debido proceso se traduce centralmente en las "garantías

judiciates" reconocidas en et aftículo 8 de la Convención Americana. La referida

disposición convencional contempla un sistema de Oarantias que condicionan

et eiercicio del ius ouniendi det Estado v que buscan asequrar oue el inculpado

o imputado no sea sometido a decisiones arbitrarias, toda vez que se deben

obseruar "las debidas qarantías" aue asequren. seqún el procedimiento de que

se trate. el derecho al debido oroceso. Asimismo, ofras dlsposiciones de dicho

instrumento internacionat, tat como los artículos 7 y 25 de la ConvenciÓn,

contienen regulaciones que se corresponden materialmente con /os

componentes susfanfiyo s y procesales del debido proceso. En el Caso Cantoral

Huamaní y Garcia Santa Cruz Vs. PerÚ, que se refería a las eiecuciones

extrajudiciales de tíderes srndlcales, la Coñe lnteramericana sosfuvo que las

exigencias det aftícuto I de ta ConvenciÓn "se extienden también a los Órganos

no judiciales a los que corresponda ta investigación previa al proceso iudicial

[...]". Por lo tanto, desde et inicio de /as primeras diligencias de un proceso

deben concurrir las máximas garantías procesa/es para salvaguardar el

derecho del imputado a la defensa. Aslmr'smo, deben concurrir los elementos

necesarlos para que exista et mayor equilibrio entre las partes, para la debida

defensa de sus rnfereses y derechos, lo cual implica, entre otras cosas, que rija

et principio de contradictorio. En el mismo sentido: Caso Palamara lribarne Vs.

Chile. Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencra de 22 de noviembre de 2005.
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Serie C No. 135, párr. 178; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs,

Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia

de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 17020, párr. 152; Caso Vélez Loor

Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cosfas.

Sentencia de 23 de noviembre de 2010 Serie C No. 218, párr. 144; Caso

Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo,

Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No.

31621, párr. 174. 1.2 lnterpretación Corle lDH. Caso Blake Vs. Guatemala.

Fondo (el subrayado es nuestro).

Corte lDH. Caso Cabrera García y tVlontiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar,

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No.

220.

Este Tribunat ha estabtecido en su jurisprudencia que es consciente de oue las

autoridades internas están suietas al imperio de la lev y, por ello, están obliaadas

a aplicar las disoosiciones viqentes en el ordenamiento iurídico. Pero cuando un

Estado es Parfe de un tratado internacional como la ConvenciÓn Americana.

todos sus óroanos, incluidos sus iueces. también están sometidos a aoué\, lo

cual les obliqa a velar por oue los efectos de las disposiciones de la ConvenciÓn

no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su obieto Y fin.

Los jueces v óroanos vinculados a la administración de iusticia en todos los

niveles están en la obtiqaciÓn de eiercer ex officio un "control de

convencionalidad" entre las normas internas v la ConvenciÓn Americana.

eviden te en el de sus competencias v de las

reeulaciones orocesales correspondientes. En esta tarea, los iueces y Órganos

vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el

tratado, sino también la interpretaciÓn que del mismo ha hecho la Co¡te

lnteramericana, intérprete Úttima de ta ConvenciÓn Americana. En el mismo

sentido: Caso Liakat Ali Atibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo,

Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 30 de enero de 2014, párr. 151; Caso de

personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. RepÚblica Dominicana.

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y CosÚas. Sentencia de 28 de

agosfo de 2014, párr. 311 (el subrayado es nuestro).

Sobre la importanc¡a de la aplicabilidad de la norma internacional por eljuez interno se

ha manifestado que es este hecho el que debe hacer efectivo el control convencional,

así lo ha destacado Víctor Bazán y Claudio Nash en la obra Justicia Constitucional y

Derechos Fundamentales, El Control de Convencionalidad, al manifestar que:

"... elcontrolde convencionalidad a cargo de /os magistrados nacionales (y demás

autoridades públicas), que consiste en verificar la adecuaciÓn de las normas

internas que aplican en casos concretos a la ConvenciÓn Americana sobre

Derechos Humanos (en lo suceslyo, CADH) y a los estándares interpretativos

forjados por ta Corte tnteramericana de Derechos Humanos (en adelante, Co¡7e

tDH)',

Por otro lado, en ta referida obra se deia señalado que, "La creciente trascendencia

de la intersección det derecho nacional y et derecho internacional de los derechos

humanos exige una articutaciÓn de tat binomio de fuentes mediante su
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retroal¡mentación y complementación en aras del afianzamiento real y no

declamado del sistema de derechos y garantías.

En tal escenario subyace la c¡rcunstancia que marca que la medular cuesfón de /os

derechos humanos es una incumbencia concurrente o compaftida entre las

jurisdicciones esfafa/es e internacionat; esto es gue hace mucho tiempo ha deiado

de ser una problemática exclusiva de /os Esfados.

Ciertamente. no se nos escapa que la jurisdicción interamericana ostenta una

naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de aquellas de /os

ordenamientos nacionates (cf. Preámbulo de la CADH, párrafo 2.') y que la pauta

de agotamiento de /os recursos internos, vinculada al carácter subsidiario de la

dimensión interamericana, está pensada para acordar al Estado la posibilidad de

remediar internamente sus conflictos srn necesidad de verse enfrentando un

proceso i ntern acion al.

Es que, justamente, el desiderátum indica que los Esfados deben constituirse en el

primer ámbito de tutela cabal de tales derechos, .. .

Frente a este escenario, como autoridades garantes de los derechos reconocidos

en nuestra Carta Fundamental y en los instrumentos internacionales de Derechos

Humanos, nos resta indicar que la aplicación del debido proceso no es un acto

meramente potestativo, sino obligatorio, a fin de, por una parte, evitar indefensión y

por la otra, respetar los lineamientos legales, constitucionales y convencionales

ideados precisamente para mantener un orden jurídico al momento de tomar una

decisión.

Este Tribunal no puede dejar de soslayar que el procedimiento para la resolución

administrativa del contrato debe iniciarse, con un documento de formulación de

cargos, que debe ser notiflcado al contratista, en donde se le dé la oportunidad de

exponer las razones de su incumplimiento y que aporte las pruebas eximentes de

culpabilidad, en caso de que existan; así lo reconoce el artículo 129 de la ley v¡gente

en el tiempo (Ley No. 22 de2006, ordenada por la Ley No. 61 de 2017),el cual es

congruente con la garantia judicial expresada por el artículo 8 de la Convención

Americana de los Derechos Humanos citada.

Al examinar el procedimiento de resolución administrativa realizado por ETESA,

confrontado a la luz de la norma antes citada, se colige que se pretermitió una etapa

en el procedim¡ento, toda vez que en el registro recabado en el expediente

administrativo no ex¡ste constanc¡a alguna que a la empresa SAFETY SERVICES

AND EQUIPMENT, S.A., se le hayan notificado y formulado cargos al inicio del

procedimiento de resolución administrativa de la Orden de Compra No' 41554.

Es por lo anterior que, en relación con este derecho y garantía del debido proceso,

la jurisprudencia, así como los Tratados y Conven¡os lnternacionales lo han

reconocido, como parte delderecho al debido proceso, del cual las partes gozan de

una serie de garantías procesales como lo son: la oportunidad de acceder
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válidamente a los tribunales de justicia y obtener

en base a lo pedido; ser u n

una dec¡sión o resoluc¡ón udicial

rla

t,
^)

lev v por motivos o hechos definidos con anterioridad; ser escuchado en el

Ia posibilidad de aportar pruebas lícitas y contradecir las de la contraparte; derecho --

a obtener resoluciones debidamente motivadas y hacer uso de los medios de

impugnación que otorga la ley, de tal manera que puedan hacer valer sus derechos

o ejercer los mecanismos de defensa legalmente establecidos.

Sobre la vigencia e importancia de estos elementos o garantías procesales que

componen el derecho constitucional al debido proceso, el Doctor Arturo Hoyos, ha

expresado:

"...si se viola alguno de dichos elementos de tal manera que se afecfe la posibilidad

de /as personas de defender efectivamente sus derechos (ya sea por violación del

derecho a ser oído; por falta de la debida notificación, ausencia de bilateralidad, o

contradicción del derecho de aportar pruebas; de la posibilidad de hacer uso de

medios de impugnación contra resoluciones judiciales; falta total de motivación de

esfas,' tramitación de procesos no requlados mediante lev; pretermisión de una

instancia; sequirse un trámite distinto al previsto en la lev -proceso monitorio en vez

de uno ordinario; ejecución de sentencia en vez de proceso ejecutivo; notificación

por edicto cuando debe ser personal; sentencia arbitraria que, por ejemplo

desconozca la cosa juzgada material) ante tribunal competente, la sanción

correspondiente será la nulidad constitucional." (Hoyos, Arturo. El Debido, Editorial

Temis, S. 4., Santa Fe de Bogotá Colombia, 1996, pá9.89-90) (El resalto es del

Pleno).

En el caso en particular, el artículo 129 del Texto Único de la Ley No. 22 de 2006,

aplicable al momento de la convocatoria del acto público y su perfeccionam¡ento,

contempla un procedimiento a seguir por las instituciones al momento de decidir la

resolución administrativa del contrato y otros procedimientos más, el cual debe ser

respetado en su justa dimens¡ón sin excusas, dado que es la oportunidad que la ley le

concede al contratista de elaborar sus descargos y así poder, a menos, tener una

oportunidad de defensa y convencimiento a las autoridades sobre el incumplimiento

que se le encuentra cuestionando y de alguna forma contrarrestar el acto administrativo

de resolución anormal del vínculo contractual, pero para que esa actividad se

concretice, se requiere contar con el tiempo y la debida notificación para presentar su

exculpación. Tiempo y notificación que no fue respetado por la EMPRESA DE

TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A.

La ordenanza citada y contemplada en nuestra ley positiva, nos impide a que

interpretemos las normas de la contratación pública, siguiendo trámites, procedimientos

distintos o adicionales a Ios expresados por la ley especial, por ello, este Tribunal no

puede pronunciarse sobre el fondo, si se ha vulnerado la garantía del debido proceso

legal, la pretermisión de una etapa en el procedimiento de resolución administrativa de

la orden de compra afectó la validez del mismo. Así, el numeral 4 del artículo 52 de la

Ley 38 de 2000, sobre Procedimiento Administrativo General, establece que los actos
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administrativos son nulos "si se dictan con prescindencia u omis¡ón absoluta d

fundamentales que impliquen violación del debido proceso legal", al igual que

155 del Texto Único de la Ley No. 22 de 2006, ordenado por !a Ley No. 61

culo

de
6

vigente a la fecha del inicio del procedimiento de selección de contratista que nos ocupa

Ante este escenario, resulta comprobada la infracción del Derecho al Debido Proceso,

figura que ha sido estudiada por numerosos autores, siendo fuente de agua de la cual

se nutre a diario la ley, la Jurisprudencia y la Doctrina, para hidratar y progresar la labor

de quienes en alguna manera interpretan la ley.

Con motivo de los señalamientos esbozados, resulta improcedente la Resolución No.

ETE-GG-07-2022 de 14 de julio de 2022, que resolvió administrativamente la Orden de

Compra No. 41554, toda vez que no se cumplió con el trámite dispuesto en la ley para

la resolución administrativa de! contrato; en consecuencia, resulta improcedente la

declaratoria de inhabilitación de la empresa SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT,

S.A., así como también la resolución administrativa mencionada.

El Tribunal deja constar que, en el afán de salvaguardar el derecho que el recurrente

tiene de ser atendido por quien es competente de conocer su causa, procedió a emitir

un pronunciamiento respecto del escenario jurídico que nos plantea el dossier bajo

examen, no sin antes dejar constancia que el 8 de septiembre de los corrientes se

presentó solicitud conjunta por las partes de suspensión del proceso por el plazo de

un (1) mes, por parte de la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A. y

SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., concedida mediante Resolución N"001-

2022- SuspensiónffACP de 9 de septiembre de2022.

Vencida esta, las partes acordaron solicitar nuevamente de manera conjunta,

suspensión del proceso, esta vez por el plazo de dos (2) meses, la cual fue concedida

mediante Resolución N'059-2022/SuspensiónffACP de 21 de octubre de 2022. (Ver

folios 038 a 056 del expediente del TACP)

Transcurrido el plazo al que hemos hecho referencia, sin que se haya presentado

ninguna otra solicitud, el expediente quedó en estado de decidir, situación que nos

condujo a la presente decisión.

Por las razones anteriormente expuestas y valoradas, el Tribunal Administrativo de

Contrataciones Públicas en uso de sus facultades legales y reglamentarias;

RESUELVE:

PRIMERO: DEGLARAR NULIDAD de la Resolución No. ETE-GG-07-2O22 de 14 de julio

de 2022, que resolvió administrativamente la Orden de Compra No. 41554, por ser

contraria a la Constitución Política de la República de Panamá, los lnstrumentos
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lnternacionales de Derechos Humanos y la Ley de Compras Estatales, de conformidad

a lo desarrollado en la parte motiva del presente acto administrativo.

SEGUNDO: RETROTRAER el proceso de Resolución administrativa del Contrato hasta

antes de la emisión de la Nota de lntención, la cual de mantenerse el incumplimiento,

una vez proferida, deberá notificarse en el portal electrónico de "PanamaCompra" altenor

de lo dispuesto porel artículo 129 numeral2, concatenado con el 145 de la Ley22de
2006 aplicable.

TERCERO: DEVOLVER elexpediente administrativo de la Orden de Compra No. 41554,

contentivo de un (1) tomo conformado de cuatrocientas catorce (414) fojas útiles de

acuerdo al lnforme de Trámite de 17 de agosto de 2022, y que reposa a foja 033 del

exped iente ad mi n istrativo.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes de la presente resolución para los efectos legales

pertinentes, a través de! sistema electrónico "PanamaCompra", notificación que se

entenderá surtida transcurridos dos (2) días hábiles posteriores a su publicación en el

portal electrónico.

QUINTO: ADVERT¡R a las partes, que esta resolución agota la vía gubernativa

SEXTO: DISPONER la salida y archivo del expediente No.166-2022|TACP, previa

anotación en el registro respectivo.

FUNDAMENTO DE DEREGHO: Constitución Política de 1972, reformada por los Actos

Reformatorios de 1978 y por el Acto Constitucional de 1983, y con las reformas

introducidas por los Actos Legislativos 1 de 1993 y 2 de 1994 de Panamá, Instrumentos

lnternacionales de Derechos Humanos, Ley 15 de 28 de octubre de 1977 , Texto Único de

la Ley N'22 de\27 de junio de 2006 ordenada por la Ley No. 61 de 2017 . Decreto Ejecutivo

No.40 de 10 de abril de 2018, artículos 171 al174 y s.s. de la Ley 38 de 31 julio de 2000.

Ley No. 110 de 12 de noviembre de 2019, Decreto Número 22-2020-DNMySC de 19 de

marzo de 2020.

Notifíquese y Cúmplase,

N WILSON CHEN
tMagistrado

ARANDA RíOS
Magistrado

w
MANUEL BECKFORD

Secretario General
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